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                                                                                                                 Concepto 5707

Bogotá, D.C., 23 de enero de 2014
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 25 (parcial) de la Ley 1564 de 2012, “Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones”.

Demandantes: María Juliana Jiménez Martínez y Paola Andrea Quiroga Rodríguez.
Magistrado Sustanciador: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO.
Expediente D-10000
Concepto 5707
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5, de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1º de la Carta, instauraron las  ciudadanas MARÍA JULIANA JIMÉNEZ MARTÍNEZ y PAOLA ANDREA QUIROGA RODRÍGUEZ contra el parágrafo del artículo 25 de la Ley 1564 de 2012, como se cita a continuación, subrayándose lo demandado.
LEY 1564 DE 2012
(julio 12)

Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República
DECRETA:
ARTÍCULO 25. CUANTÍA. Cuando la competencia se determine por la cuantía, los procesos son de mayor, de menor y de mínima cuantía.

Son de mínima cuantía cuando versen sobre pretensiones patrimoniales que no excedan el equivalente a cuarenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (40 smlmv).

Son de menor cuantía cuando versen sobre pretensiones patrimoniales que excedan el equivalente a cuarenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (40 smlmv) sin exceder el equivalente a ciento cincuenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (150 smlmv).

Son de mayor cuantía cuando versen sobre pretensiones patrimoniales que excedan el equivalente a ciento cincuenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (150 smlmv).

El salario mínimo legal mensual a que se refiere este artículo, será el vigente al momento de la presentación de la demanda.

Cuando se reclame la indemnización de daños extrapatrimoniales se tendrán en cuenta, solo para efectos de determinar la competencia por razón de la cuantía, los parámetros jurisprudenciales máximos al momento de la presentación de la demanda.

PARÁGRAFO. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, previo concepto favorable del Gobierno Nacional, podrá modificar las cuantías previstas en el presente artículo, cuando las circunstancias así lo recomienden.

1.
Planteamientos de la demanda

Las accionantes cuestionan la facultad otorgada a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura para modificar las cuantías que determinan la competencia en los procesos de mayor, menor y mínima cuantía.  Aducen que se quebrantan los pilares esenciales del Estado Social de Derecho, lo que evidenciaría una clara reforma sustancial al marco axiológico, teleológico y normativo de la Constitución Política, “bajo el irreductible axioma de la prevalencia del derecho sustancial sobre el adjetivo, por lo cual, no podemos desconocer los criterios de sustracción de competencias a cualquier órgano, sino al que represente idoneidad para el desempeño de sus deberes constitucionales y legales”.  

Como fundamento de lo anterior, agregan que al Congreso de la República le corresponde hacer las leyes, en todos aquellos asuntos que puedan ser materia de legislación conforme a los artículos 114 y 150; igualmente pueden modificarlas, reformarlas y derogarlas, pero señalan que se impone en esa labor las barreras a la libertad de configuración normativa del legislador y, por lo tanto, consideran que no hay excusa para que el Congreso en la disposición acusada, haya atribuido a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura la modificación de las cuantías para efectos de definir la competencia, a sabiendas que no es función constitucional al no encontrarse establecida en los  artículos 256 y 257 de la Constitución.
2. Problema jurídico

Corresponde determinar si la decisión del legislador de atribuir a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura la facultad de modificar las cuantías, que actúan como factor de competencia en los procesos judiciales, mediante un simple acto administrativo, es violatoria de la Constitución Política, especialmente del artículo 150 que establece la reserva legal, es decir, el tipo de materias y asuntos cuya regulación le corresponde exclusivamente al Congreso de la República como órgano legislativo.  

3. Análisis jurídico
El Ministerio Público considera que la demanda sub examine no presenta unos argumentos claros de constitucionalidad real contra el parágrafo acusado.  Sin embargo, como bien lo indica el Magistrado Sustanciador en el Auto admisorio de la demanda del 4 de diciembre de 2013, sí suscita una duda sobre su constitucionalidad para el correspondiente examen, por “la presunta vulneración de los artículos 114, 150, 256 y 257, al asignarle al Consejo Superior de la Judicatura la facultad de modificar las cuantías, por tratarse de una función propia del Congreso de la República dada la potestad genérica de desarrollar la Constitución y de expedir leyes, …”.

Ahora bien, en múltiples oportunidades, entre otras, en las Sentencias C-803 de 2000, C-662 de 2004, C-227 de 2009, C-470 de 2011 y C-649 de 2012, al interpretar el artículo 150.2 Superior, la Corte pone de presente que la cláusula general de competencia, prevista en este artículo, otorga al legislador por mandato constitucional una amplia libertad para definir procedimientos en los procesos, actuaciones y demás aspectos de las instituciones procesales. En ejercicio de esta competencia el legislador fija el alcance de las formas propias de cada juicio, entendidas como las reglas que determinan los trámites a seguir ante los diversos entes judiciales, según la naturaleza del proceso.

En las sentencias en comento, la Corte advierte que la libre configuración de los procedimientos debe enmarcarse dentro de los parámetros fijados por la Carta Política, valga decir, que el legislador no puede desconocer los principios y valores constitucionales, los derechos fundamentales de los ciudadanos y, en especial, los principios de razonabilidad, proporcionalidad y de prevalencia del derecho sustancial, que se constituyen en límites al ejercicio de tales competencias. 
En este caso específico debe tenerse especial consideración el derecho de libre acceso a la administración de justicia, establecido en el artículo 229 de la Constitución, en el sentido que la fijación de cuantías como factor de competencia, además que permite determinar el despacho específico que conocerá de los conflictos que plantean los ciudadanos ante la jurisdicción, tiene la virtualidad de ampliar o impedir ese acceso, merced a asuntos tales como el arancel judicial  o la necesidad de representación judicial por medio de abogado, según el valor de la cuantía. 

El legislador, en el parágrafo acusado, asignó a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura la facultad de modificar las cuantías para determinar la competencia, previo concepto favorable del Gobierno Nacional y bajo la condición de que existan circunstancias que así lo recomienden.  En este sentido, la citada disposición regula un procedimiento para el tratamiento judicial de las controversias de naturaleza civil, como son las cuantías para alterar las competencias mediante simple acto administrativo, lo que resulta contrario a la Constitución, por violar la reserva de ley asignada al Congreso.
El principio de reserva de ley, ha dicho la doctrina, “funciona como una garantía frente a las veleidades de intervención autoritaria por parte de cualquier autoridad o poder público.  Sólo el consentimiento de los ciudadanos, que se expresa en la Ley, puede legitimar una intervención en su ámbito de libertad. La reserva de ley es así la expresión misma del principio democrático”
. (Resaltado fuera del texto). 
En el caso colombiano el fundamento constitucional de la reserva de ley se encuentra en los artículos 114 y 150 de la Constitución, que establecen la cláusula general de competencia normativa, radicada en cabeza del legislador. Así en el artículo 114 dispone:

“Artículo 114. Corresponde al Congreso de la República reformar la Constitución, hacer las leyes y ejercer control político sobre el Gobierno y la administración (…)”

Dentro de la misma línea, el artículo 150 de la Carta:

“Artículo 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones:
(…)

23. Expedir las leyes que regirán el ejercicio de las funciones públicas…”
Sobre el punto específicamente ha dicho la Corte Constitucional en la sentencia C-619 de 2012, que bajo los lineamientos de los artículos 150-23 y 228 de la Constitución, la asignación de competencias a las autoridades judiciales es expresión de la función pública relacionada con la administración de justicia, siendo en este caso la administración de justicia la función pública regulada, la cual, de conformidad con lo señalado en el artículo 228 de la Ley Fundamental, constituye materia de ley para su organización y realización, de manera pronta y eficiente.

En la misma providencia también afirmó que la reserva general de ley protege el principio democrático, y en los asuntos de naturaleza judicial, el legislador no puede desprenderse de sus funciones constitucionales para delegarlas en otra autoridad. Así lo expresó:

“La reserva de ley es una institución jurídica, de raigambre constitucional, que protege el principio democrático, al obligar al legislador a regular aquellas materias que el Constituyente decidió que fueran desarrolladas en una ley. Es una institución que impone un límite tanto al poder legislativo como al ejecutivo. A aquél, impidiendo que delegue sus potestades en otro órgano, y a éste, evitando que se pronuncie sobre materias que, como se dijo, deben ser materia de ley”
.

Exige, entonces, que la regulación de ciertas materias solo pueda adelantarse mediante ley, o cuando menos se cimiente en ella. En algunos casos bajo el concepto de ley en sentido formal, es decir, emanada directamente del Congreso de la República, con sujeción a las reglas de procedimiento para su elaboración  -estricta reserva legal-; y en otros bajo la noción de ley en sentido material, admitiendo la intervención del Gobierno como excepcionalmente facultado para dictar normas con fuerza de ley
. Sin embargo, lo que de ninguna manera se autoriza es que el Legislador –ordinario o extraordinario- se despoje de las funciones constitucionalmente atribuidas para delegarlas, sin más, en otra autoridad so pretexto de su reglamentación. (Resaltado fuera del texto).
El legislador, al habilitar a una autoridad administrativa (la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura), para que mediante acto administrativo determine las cuantías que servirán como factor de competencia en los procesos judiciales, por medio del parágrafo del artículo 25 de la Ley 1564 de 2012, viola los artículos 150.2, 150.23, 228 y 229 de la Constitución Política, en la medida en que permite que autoridades administrativas asuman la regulación de normas procesales, cuyo contenido está relacionado con derechos fundamentales de los sujetos vinculados a un proceso, materias estas que son del resorte exclusivo del Congreso de la República, quien no puede trasladar dicha competencia a otras autoridades.  
Considera esta Procuraduría que las materias relacionadas con los procedimientos judiciales, el sistema de competencias y el monto de las cuantías, deben ser objeto de las leyes, más precisamente de las leyes ordinarias, razón por la cual el parágrafo demandado resulta contrario a la Constitución, toda vez que desconoce la cláusula de reserva de ley, tal como lo plantearon los accionantes. 
4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar INEXEQUIBLE el parágrafo del artículo 25 de 2012,  “Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones”.

De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/NROA
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